
 

DECRETO NÚMERO 7-2011 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA 

CONSIDERANDO: 

Que las debilidades del sistema de justicia penal deben ser atendidas y resueltas con medidas oportunas, de aplicación 

inmediata y de bajo costo, con el aprovechamiento máximo de los recursos económicos y humanos, y que la justicia es un 

derecho humano de impostergable cumplimiento. 

CONSIDERANDO: 

Que el acceso a la justicia exige el ejercicio de la acción penal y la atención oportuna de las denuncias de las víctimas de 

delitos, que resuelvan los conflictos penales para prevenir hechos delictivos y sancionar a los responsables, en el marco de 

los principios que garantizan el debido proceso. 

CONSIDERANDO: 

Que la asignación de competencia a los jueces de paz, con un procedimiento simplificado, y la instauración de jueces de 

sentencia para conocer casos que no sean calificados de mayor gravedad generará de inmediato condiciones para responder 

a la demanda de justicia y con ello la posibilidad de aumentar el número de sentencias. 

POR TANTO: 

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 171, literal a), de la Constitución Política de la República de 

Guatemala, 

DECRETA: 

Las siguientes: 

REFORMAS AL DECRETO NÚMERO 51-92 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, CÓDIGO PROCESAL PENAL 

Artículo 1. Se reforma el artículo 5, el cual queda así: 

"Artículo 5. Fines del proceso. El proceso penal tiene por objeto la averiguación de un hecho señalado como 

delito o falta y de las circunstancias en que pudo ser cometido; el establecimiento de la posible participación del 

sindicado; el pronunciamiento de la sentencia respectiva, y la ejecución de la misma. 

La víctima o el agraviado y el imputado, como sujetos procesales, tienen derecho a la tutela judicial efectiva. El 

procedimiento, por aplicación del principio del debido proceso, debe responder a las legítimas pretensiones de 

ambos." 

Artículo 2. Se reforma el artículo 43, el cual queda así: 

“Artículo 43. Competencia. Tienen competencia en materia penal: 

1) Los jueces de paz; 

2) Los jueces de primera instancia; 

3) Los jueces unipersonales de sentencia; 

4) Los tribunales de sentencia; 

5) Los jueces de primera instancia por procesos de mayor riesgo; 

6) Tribunales de sentencia por procesos de mayor riesgo; 

7) Las salas de la corte de apelaciones; 

8) La Corte Suprema de Justicia; y, 

9) Los jueces de ejecución." 

Artículo 3. Se reforma el artículo 48, el cual queda así: 

    "Artículo 48. Jueces y tribunales de sentencia. Los tribunales de sentencia, integrados con tres jueces, de la misma 

sede judicial, conocerán el juicio y pronunciarán la sentencia respectiva en los procesos por delitos contemplados en el 

artículo 3 del Decreto Número 21-2009 del Congreso de la República, cuando el Fiscal General no solicite el traslado de 

la causa a un tribunal o juzgado para procesos de mayor riesgo. 

     Los jueces que integran el tribunal de sentencia conocerán unipersonalmente de todos los procesos por delitos distintos 

a los de mayor riesgo y que no sean competencia del tribunal colegiado." 



 

Artículo 4. Se adiciona el artículo 107 Bis, el cual queda así: 

     "Artículo 107 Bis. Auxiliares fiscales. Los auxiliares fiscales que sean abogados, pueden intervenir en todas las 

instancias del proceso penal sin restricción alguna y sin el acompañamiento del agente fiscal." 

Artículo 5. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 108, el cual queda así: 

     “En el ejercicio de su función, y en un plazo no mayor de quince días de recibida la denuncia, el Ministerio Público debe 

informar a la víctima de lo actuado y sobre la posible decisión a asumir. La víctima que no sea informada en dicho plazo 

puede acudir a juez de paz para que éste requiera en la forma más expedita que, en cuarenta y ocho horas, el fiscal le 

informe sobre el avance del proceso. Si del informe o ante la falta de éste, el juez de paz considera insuficiente la 

preparación de la acción penal, ordenará al fiscal que dentro de un plazo no mayor de treinta (30) días le informe de 

nuevos avances, o en su defecto sobre las circunstancias que impiden que no pueda avanzar más en la investigación, 

bajo apercibimiento de certificar al régimen disciplinario del Ministerio Público el incumplimiento, constituyendo falta 

grave." 

Artículo 6. Se adiciona el artículo 108 Bis, el cual queda así: 

     "Artículo 108 Bis. Facultades. El Ministerio Público, al recibir la denuncia o el requerimiento judicial de informe a que 

se refiere el artículo anterior, puede pedir al juez de paz del lugar donde se cometió el hecho delictivo, que practique las 

actuaciones contenidas en las literales a) a la d) del artículo 552 Bis del Código Procesal Penal. La solicitud del fiscal es 

la condición procesal para que el juez de paz pueda practicar las actuaciones de las literales descritas. 

     Los centros de mediación de la Unidad de Resolución Alterna de Conflictos del Organismo Judicial, podrán practicar 

diligencias de mediación, en los casos que le sean requeridos por el Ministerio Público. Los acuerdos de mediación 

alcanzados ante estas instancias constituirán título ejecutivo, en su caso, sin necesidad de homologación.”  

Artículo 7. Se reforma el artículo 124, el cual queda así: 

     "Artículo 124. Derecho a la reparación digna. La reparación a que tiene derecho la víctima comprende la 

restauración del derecho afectado por el hecho delictivo, que inicia desde reconocer a la víctima como persona con 

todas sus circunstancias como sujeto de derechos contra quien recayó la acción delictiva, hasta las alternativas 

disponibles para su reincorporación social a fin de disfrutar o hacer uso lo más pronto posible del derecho afectado, en 

la medida que tal reparación sea humanamente posible y, en su caso, la indemnización de los daños y perjuicios 

derivados de la comisión del delito; para el ejercicio de este derecho deben observarse las siguientes reglas: 

1.  La acción de reparación podrá ejercerse en el mismo proceso penal una vez dictada la sentencia condenatoria. El 

juez o tribunal que dicte la sentencia de condena, cuando exista víctima determinada, en el relato de la sentencia 

se convocará a los sujetos procesales y a la víctima o agraviado a la audiencia de reparación, la que se llevará a 

cabo al tercer día. 

2. En la audiencia de reparación se deberá acreditar el monto de la indemnización, la restitución y, en su caso, los 

daños y perjuicios conforme a las reglas probatorias y, pronunciarse la decisión inmediatamente en la propia 

audiencia. 

3. Con la decisión de reparación, y la previamente relatada responsabilidad penal y pena, se integra la sentencia escrita. 

4.  No obstante lo anterior, en cualquier momento del proceso penal, la víctima o agraviado podrán solicitar al juez o 

tribunal competente, la adopción de medidas cautelares que permitan asegurar los bienes suficientes para cubrir el 

monto de la reparación. 

5. La declaración de responsabilidad civil será ejecutable cuando la sentencia condenatoria quede firme. 

Si la acción reparadora no se hubiere ejercido en esta vía, queda a salvo el derecho de la víctima o agraviado a 

ejercerla en la vía civil." 

Artículo 8. Se reforma el artículo 310, el cual queda así: 

          "Artículo 310. Desestimación. Cuando el hecho de la denuncia, querella o prevención policial no sea constitutivo 

de delito o no se pueda proceder, el fiscal desestimará, dentro de los veinte días siguientes de presentada la 

misma, comunicando la decisión a la persona denunciante y a la víctima o agraviado, quien tendrá la oportunidad, 



 

dentro de los diez días siguientes, a objetarla ante el juez competente, lo cual hará en audiencia oral con presencia 

del fiscal. Si el juez considera que la persecución penal debe continuar, ordenará al Ministerio Público realizar la 

misma, ordenando la asignación de otro fiscal distinto al que haya negado la persecución penal. 

         En los casos en que no se encuentre individualizada la víctima, o cuando se trate de delitos graves, el fiscal deberá 

requerir autorización judicial para desestimar. 

La desestimación no impedirá reabrir el procedimiento cuando nuevas circunstancias así lo exijan, ni eximirá al 

Ministerio Público del deber de practicar los actos de investigación que no admitan demora." 

Artículo 9. Se reforma el artículo 344, el cual queda así: 

          "Artículo 344. Citación a juicio. Al dictar el auto que admita o rechace la prueba, previa coordinación con el 

tribunal de sentencia, el juez señalará día y hora de inicio de la audiencia de juicio, misma que debe realizarse en 

un plazo no menor de diez días ni mayor de quince, citando a todos los intervinientes con las prevenciones 

respectivas. 

          Dentro de los cinco días de fijada la audiencia de juicio, cualquiera de los sujetos procesales puede solicitar audiencia 

para recusar a uno o más jueces del tribunal, la cual deberá realizarse dentro de los tres días siguientes a la 

solicitud. Si alguno de los jueces considera que incurre en motivo de excusa, lo invocará en el mismo plazo; para el 

efecto, se convocará a todos los intervinientes." 

Artículo 10. Se reforma el artículo 368, el cual queda así: 

          "Artículo 368. Apertura. El día y hora fijados, el tribunal se constituirá en el lugar señalado para la audiencia. El 

presidente verificará la presencia del Ministerio Público, del acusado y su defensor, de la víctima o agraviado y de 

las demás partes que hubieren sido admitidas, y de los testigos, peritos o intérpretes que deban tomar parte del 

debate. El presidente del tribunal declarará abierto el debate, advirtiendo al acusado sobre la importancia y el 

significado de lo que va a suceder y la atención que debe prestar en la audiencia. Inmediatamente concederá la 

palabra, en su orden, a la parte acusadora y defensa para que presenten sus alegatos de apertura." 

Artículo 11. Se reforma el artículo 378, el cual queda así: 

          "Artículo 378. Examen de testigos y peritos. El presidente identificará al testigo con su nombre y el documento 

personal que lo identifique válidamente, e inmediatamente concederá la palabra a la parte que lo propuso para que 

lo examine sobre idoneidad, hechos y comparecencia al tribunal; seguidamente concederá la palabra a los demás 

sujetos procesales para que lo examinen o contra examinen. 

          El presidente del tribunal moderará el interrogatorio y no permitirá que el testigo o perito conteste a preguntas 

capciosas e impertinentes. La resolución que sobre ese extremo adopte será recurrible, decidiendo inmediatamente 

el tribunal." 

Artículo 12. Se adiciona el artículo 465 Bis, el cual queda así: 

          "Artículo 465 Bis. Procedimiento simplificado. Cuando el fiscal así lo solicite, se llevará a cabo un procedimiento 

especial, aplicable a los casos iniciados por flagrancia o por citación u orden de aprehensión, en donde no se 

requiera investigación posterior o complementaria, rigiendo, aparte de las normas procesales generales, las 

específicas siguientes: 

1. Diligencias previas a la audiencia: 

a.  Requerimiento oral del fiscal de la aplicación del procedimiento  simplificado; 

b.  Imponer al acusado de la imputación de cargos formulada por el fiscal, y de los elementos de 

investigación con que cuenta hasta el momento; 

c.   Tiempo suficiente para preparar la defensa; 

d.  Comunicación previa a la víctima o agraviado de la decisión fiscal y de la audiencia a realizarse; 

2. Diligencias propias de la audiencia: 

a.   Identificación previa del imputado, como lo establece el artículo 81 del Código Procesal Penal; 



 

b.  Imputación de cargos por parte del fiscal, argumentando y fundamentando su requerimiento de 

llevar a juicio al imputado, haciendo referencia del hecho verificable y los órganos de prueba con 

los que pretende acreditarlos en juicio; 

c.     Intervención del imputado para que ejerza su defensa material; 

d.   Intervención de la defensa y del querellante para que argumente y fundamente su pretensión 

basada en su teoría del caso; 

e.  Intervención del querellante adhesivo, actor civil, víctima o agraviado, para que se manifieste 

sobre las intervenciones anteriores; 

f.      Decisión inmediata del juez, razonada debidamente. 

Si se declara la apertura al juicio se procederá conforme a las normas comunes del proceso penal." 

Artículo 13. Se adiciona el artículo 465 Ter, el cual queda así: 

"Artículo 465 Ter. Procedimiento para delitos menos graves. El procedimiento para delitos menos graves 

constituye un procedimiento especial, que se aplica para el juzgamiento de delitos sancionados en el Código Penal 

con pena máxima de cinco anos de prisión. Para este procedimiento son competentes los jueces de paz, y se rige, 

aparte de las normas procesales generales, por las especiales siguientes: 

1.  Inicio del proceso: El proceso da inicio con la presentación de la acusación fiscal o querella de la 

víctima o agraviado; 

2.  Audiencia de conocimiento de cargos: Esta audiencia debe realizarse dentro de los diez (10) días 

de presentada la acusación o querella, convocando al ofendido, acusador, imputado y su abogado 

defensor, desarrollándose de la siguiente manera: 

a. En la audiencia, el juez de paz concederá la palabra, en su orden, al fiscal o, según el caso, 

a la victima o agraviado, para que argumenten y fundamenten su requerimiento; luego al 

acusado y a su defensor para que ejerzan el control sobre el requerimiento; 

b. Oídos los intervinientes, el juez de paz puede decidir: 

I.   Abrir a juicio penal el caso, estableciendo los hechos concretos de la imputación; 

II. Desestimar la causa por no poder proceder, no constituir delito o no tener la 

probabilidad de participación del imputado en el mismo; 

c. Si abre a juicio, concederá nuevamente la palabra a los intervinientes a excepción de la 

defensa, para que en su orden ofrezcan la prueba lícita, legal, pertinente e idónea a ser 

reproducida en debate, asegurando el contradictorio para proveer el control de la 

imputación probatoria. 

    Seguidamente el juez de paz decidirá sobre la admisión o rechazo de la prueba ofrecida, 

señalando la fecha y hora del debate oral y público, el que debe realizarse dentro de los 

veinte días siguientes a la audiencia en que se admite la prueba; 

         d. Las pruebas de la defensa, cuando así se pida en la audiencia, serán comunicadas al juzgado 

por lo menos cinco días antes del juicio donde serán puestas a disposición del fiscal o 

querellante; 

e. A solicitud de uno de los sujetos procesales, se podrá ordenar al juez de paz más cercano, 

que practique una diligencia de prueba anticipada para ser valorada en el debate. 

        3.  Audiencia de debate: Los sujetos procesales deben comparecer con sus respectivos medios de 

prueba al debate oral y público, mismo que se rige por las disposiciones siguientes: 

a. Identificación de la causa y advertencias preliminares por parte del juez de paz; 

b. Alegatos de apertura de cada uno de los intervinientes al debate; 

c. Reproducción de prueba mediante el examen directo y contra-examen de testigos y peritos, 

incorporando a través de ellos la prueba documental y material; 



 

d. Alegatos finales de cada uno de los intervinientes al debate; 

e. Pronunciamiento relatado de la sentencia, inmediatamente de vertidos los alegados finales, en forma 

oral en la propia audiencia; 

En todos estos casos, cuando se trate de conflictos entre particulares, el Ministerio Público puede convertir la acción 

penal pública en privada." 

Artículo 14. Transitorio. En todos los artículos del Código Procesal Penal y demás leyes, en donde se indique tribunal de 

sentencia, debe entenderse que incluye a jueces de sentencia y tribunales de sentencia. 

La implementación de los procedimientos por delitos menos graves en los juzgados de paz, será progresiva, en la medida 

que se produzca la designación de fiscales y defensores en cada circunscripción, que pueda celebrarse el debate. Para el 

efecto, por acuerdos interinstitucionales entre la Corte Suprema de Justicia, el Ministerio Público y el Servicio Público del 

Instituto de la Defensa Pública Penal, se determinarán gradualmente las circunscripciones territoriales de aplicación, 

tomando en consideración los niveles de delincuencia común. 

Artículo 15. Derogatoria. Se derogan los artículos 2, 4, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 15,16, 17, 18 y 19 del Decreto Número 51-

2002, y los artículos 119, 125 al 134 y 346 del Código Procesal Penal, Decreto Número 51-92, ambos del Congreso de la 

República. 

Artículo 16. Vigencia. El presente Decreto entrará en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial. 

  

REMÍTASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN, 

PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN. 

EMITIDO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA 

CIUDAD DE GUATEMALA, EL VEINTIOCHO DE ABRIL DE DOS MIL ONCE. 
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SECRETARIO 
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